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Cartagena de Indias D. T. y C., treinta y uno (31) de agosto de dos mil veintiuno 

(2021)  

Medio de control Nulidad  

Radicado 13-001-33-33-005-2021-00075-00 

Demandante Gustavo Rodríguez Rojas  

Demandado CARDIQUE 

Asunto Decidir solicitud de medida cautelar   

Auto Interlocutorio No. 275 

 

I. Antecedentes  

 

Visto el informe secretarial que antecede, se advierte del presente proceso1 que se 

solicita medida cautelar relativa a la suspensión del pliego de condiciones de la 

licitación pública 5121 adelantada por Cardique, cuyo objeto es “CONTRATAR LAS   

OBRAS   A   EJECUTAR   EN   LAS   ZONAS   DE   INFLUENCIA   DE   LA 

CORPORACIÒN AUTONOMA REGIONAL DEL CANAL DEL DIQUE PREVISTAS 

COMO ACCIONES  OPERATIVAS  DEFINIDAS  POR  EL  PLAN  DE  ACCIÓN 

INSTITUCIONAL  PARA  EL  AÑO  2021.” 

Verificando el trámite de la solicitud, conforme a lo dispuesto en el  Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo contempladas art.  

233, al admitir la demanda, en auto separado de 16 de junio de 20212 se ordenó 

traslado de la medida cautelar solicitada a la parte demandada por el término de 

cinco (05) días. 

El auto de traslado fue notificado el 2 de julio de 2021 (documento 35) que se notifica 

simultáneamente con el admisorio. 

Ni la Corporación Autónoma Regional del Canal de Dique- CARDIQUE ni el 

Consorcio vinculado dieron contestación a la medida cautelar. 

El proceso ingresó al despacho el 11 de agosto de 20213. 

II. Consideraciones 
 

Este despacho para el trámite de la medida aplicó lo dispuesto en el actual Código 

de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo contempladas 

en los arts.  229 y s.s. con el fin de garantizar el objeto del proceso y la efectividad 

del fallo, para todos los procesos declarativos de que tiene conocimiento esta 

jurisdicción. 

Entre las medidas cautelares conforme a estas disposiciones se encuentra la 

suspensión provisional de los efectos de un acto administrativo, la cual deben ser 

                                                           
1 página 31 documento 30 
2 Documento 32 
3 DOCUMENTO 36 
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solicitadas por la parte interesada y estar debidamente sustentadas, expresamente 

señala el artículo pertinente lo siguiente: 

Artículo 229. Procedencia de medidas cautelares. En todos los procesos declarativos que 
se adelanten ante esta jurisdicción, antes de ser notificado, el auto admisorio de la demanda 
o en cualquier estado del proceso, a petición de parte debidamente sustentada, podrá el 
Juez o Magistrado Ponente decretar, en providencia motivada, las medidas cautelares que 
considere necesarias para proteger y garantizar, provisionalmente, el objeto del proceso y la 
efectividad de la sentencia, de acuerdo con lo regulado en el presente capítulo. 

La decisión sobre la medida cautelar no implica prejuzgamiento. 

Parágrafo. Las medidas cautelares en los procesos que tengan por finalidad la 
defensa y protección de los derechos e intereses colectivos y en los procesos de 
tutela del conocimiento de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo se 
regirán por lo dispuesto en este capítulo y podrán ser decretadas de oficio. 

Igualmente, el art. 230 del Código de procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo señala que las medidas cautelares pueden ser 

preventivas, conservativas, anticipativas o de suspensión y que las mismas deben 

tener relación directa con las pretensiones de la demanda y señala, entre otras: 

“(...)  2. Suspender un procedimiento o actuación administrativa, inclusive de 
carácter contractual. A esta medida solo acudirá el Juez o Magistrado Ponente 
cuando no exista otra posibilidad de conjurar o superar la situación que dé lugar a 
su adopción y, en todo caso, en cuanto ello fuere posible el Juez o Magistrado 
Ponente indicará las condiciones o señalará las pautas que deba observar la parte 
demandada para que pueda reanudar el procedimiento o actuación sobre la cual 

recaiga la medida (…)” 

Por su parte el artículo 231 del nuevo estatuto C.P.A.C.A. establece los requisitos 

para poder decretar las medidas cautelares en los siguientes términos: 

“ARTÍCULO 231. REQUISITOS PARA DECRETAR LAS MEDIDAS 

CAUTELARES. Cuando se pretenda la nulidad de un acto administrativo, la 
suspensión provisional de sus efectos procederá por violación de las 
disposiciones invocadas en la demanda o en la solicitud que se realice 
en escrito separado, cuando tal violación surja del análisis del acto 
demandado y su confrontación con las normas superiores invocadas 
como violadas o del estudio de las pruebas allegadas con la solicitud. 
Cuando adicionalmente se pretenda el restablecimiento del derecho y la 
indemnización de perjuicios deberá probarse al menos sumariamente la 
existencia de los mismos. 

En los demás casos, las medidas cautelares serán procedentes cuando 
concurran los siguientes requisitos: 

1. Que la demanda esté razonablemente fundada en derecho. 

2. Que el demandante haya demostrado, así fuere sumariamente, la titularidad 
del derecho o de los derechos invocados. 

3. Que el demandante haya presentado los documentos, informaciones, 
argumentos y justificaciones que permitan concluir, mediante un juicio de 
ponderación de intereses, que resultaría más gravoso para el interés público 
negar la medida cautelar que concederla. 
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4. Que, adicionalmente, se cumpla una de las siguientes condiciones: 

a) Que al no otorgarse la medida se cause un perjuicio irremediable, o 

b) Que existan serios motivos para considerar que de no otorgarse la medida 

los efectos de la sentencia serían nugatorios.” (Negrillas y subraya fuera 
del texto original). 

La nueva norma precisa entonces a partir de que haya petición expresa al respecto 

que:  

1°) la procedencia de la suspensión provisional de los efectos de un acto que se 

acusa de nulidad puede acontecer si la violación de las disposiciones invocadas, 

surge, es decir, aparece presente, desde esta instancia procesal –cuando el 

proceso apenas comienza–, como conclusión del: i) análisis del acto demandado 

y su confrontación con las normas superiores invocadas como violadas, o, ii) 

del estudio de las pruebas allegadas con la solicitud.  

2°) La medida cautelar se debe solicitar, ya con fundamento en el mismo concepto 
de violación de la demanda, o ya en lo que el demandante sustente al respecto en 
escrito separado. 

Entonces, lo que la ley 1437 de 2011 o CPACA representa variación significativa 

con la normatividad anterior en la regulación de esta figura jurídico-procesal de la 

suspensión provisional de los efectos del acto administrativo acusado, radica en que 

ahora la norma da apertura y autoriza al juez administrativo para que, a fin de que 

desde este momento procesal obtenga la percepción de que hay la violación 

normativa alegada, pueda: 1°) realizar análisis entre el acto y las normas invocadas 

como transgredidas, y 2°) estudie las pruebas allegadas con la solicitud.   

Aunque la nueva regulación como ya se dijo permite que el juez previo a 

pronunciarse sobre la suspensión provisional lleve a cabo análisis de la sustentación 

de la medida y estudie pruebas, ocurre que ante el perentorio señalamiento del 2° 

inciso del artículo 229 del C.P.A.C.A. (Capítulo XI Medidas Cautelares – 

procedencia), conforme al cual “La decisión sobre la medida cautelar no implica 

prejuzgamiento”, es preciso entonces que el juez sea muy cauteloso y guarde 

moderación a fin que el decreto de esta medida cautelar no signifique tomar partido 

definitivo en el juzgamiento del acto ni prive a la autoridad pública que lo produjo o 

al demandado, de que ejerzan su derecho de defensa y que para la decisión final 

se consideren sus argumentos y valoren sus medios de prueba.      

En este sentido se observa que la medida deberá ser decretada siempre que del 

análisis realizado por el Juez se concluya que existe violación de las normas 

invocadas en la demanda o en el escrito contentivo de la solicitud.  

Partiendo de estos presupuestos y en el enfoque indicado, se procede a resolver el 

caso concreto:  

2.1 CASO CONCRETO 

- Acto administrativo cuyo efecto se piden suspender.  
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El acto administrativo cuya suspensión se solicita es el pliego de condiciones -

licitación pública: 5121- OBJETO: “CONTRATAR LAS OBRAS A EJECUTAR EN 

LAS ZONAS DE INFLUENCIA DE LA CORPORACIÒN AUTONOMA REGIONAL 

DEL CANAL DEL DIQUE PREVISTAS COMO ACCIONES OPERATIVAS 

DEFINIDAS POR EL PLAN DE ACCIÓN INSTITUCIONAL PARA EL AÑO 2021.”.  

Lo anterior por seis (6) meses, prorrogables por seis (6) meses más, para que 

proceda la entidad a adecuar y exigir en el Proceso Licitatorio lo dispuesto en el  

decreto 1072 de 2015 - Artículo - 2.2.4.6.28 y la Resolución 312 de 2019 . 

Fundamento de la solicitud de medida.  

La parte demandante se refiere a la apariencia de buen derecho como presupuesto 

para acceder a la medida, argumentando que la suspensión del proceso licitatorio 

no causaría daño por lo breve del tiempo y ayudaría a los funcionarios en la medida 

que utilizaran las herramientas jurídicas adecuadas para dar legalidad al proceso 

licitatorio observando y aplicando  las normas infringidas.  

Que, se trata de la defensa de  los recursos públicos, los que considera 

comprometidos por la falta de planeación en la elaboración del pliego de 

condiciones, por el incumplimiento legal al no contemplar, sabiendo que se requiere, 

que todo oferente y futuro contratista debe observar lo reglado en la Resolución 312 

de 2019 y el Decreto 1072 de 2015, y estar acreditado por el Ministerio de Trabajo, 

y en la etapa precontractual incluir los aspectos de seguridad y salud en el trabajo 

en la evaluación y selección de proveedores y contratistas, y faltar a estos requisitos 

convierte el pliego de condiciones en una posibilidad para evadir la normatividad 

que desde la Constitución Nacional reclama las condiciones mínimas de trabajo en 

Colombia.  

Que, de no adoptarse la medida cautelar solicitada (que al principio fue pedida de 

urgencia) podría producirse, durante el desarrollo del proceso contractual, 

situaciones que impida o dificulten la ejecución y cumplimiento del objeto 

contractual.  

Se refiere al cúmulo de empresas que han sido multadas, y otras en curso de 

sanción, por parte del Ministerio de Trabajo por el desconocimiento de la Resolución 

312 de 2019 y del Decreto 1072 de 2015. 

Que, el pliego de condiciones determina las reglas y requisitos del respectivo 

proceso, por lo que afirma ahí deben quedar definidos de antemano y de manera 

clara y objetiva todos los aspectos jurídicos, técnicos, económicos y financieros del 

negocio jurídico.  

Que, existe un vicio muy grave en los pliegos de Condiciones que afecta el contrato 

por suscribir. 
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Que, se desconocieron los postulados fundamentales que rigen la contratación 

Pública, La transparencia en la contratación estatal que comprende aspectos tales 

como: i) la igualdad respecto de todos los interesados; ii) la objetividad, neutralidad 

y claridad de la reglas o condiciones impuestas para la presentación de las ofertas; 

iii) la garantía del derecho de contradicción; iv) la publicidad de las actuaciones de 

la Administración; v) la motivación expresa, precisa y detallada del informe de 

evaluación, del acto de adjudicación o de la declaratoria de desierta; v) la 

escogencia objetiva del contratista idóneo que ofrezca la oferta más favorable para 

los intereses de la Administración, todos los cuales no fueron observados por la 

entidad. 

Que,  el Pliego de Condiciones demandado es el resultado de la imprevisión, la 

improvisación o la discrecionalidad de las autoridades, y no corresponde a negocios 

debidamente diseñados, pensados, conforme a las necesidades y prioridades que 

demanda el interés público. 

Se refiere al principio de Planeación y lo que implica en los contratos de obra de  las 

entidades públicas y que lleva implícito el concepto de previsibilidad o de 

contingencias plenas.  Que, para efectos de consolidar la previsibilidad es necesario 

que se  efectúen las siguientes tareas administrativas: Identificación de factores que 

pueden frustrar los resultados previstos de un negocio; identificación de variables 

que influyan de alguna manera en la afectación a los resultados esperados en todos 

sus aspectos; utilización de la mejor información posible, la más confiable y de mejor 

calidad en torno al correspondiente negocio, incluso la surgida de antecedentes 

históricos contractuales de la entidad; manejo y evaluación de información conocida, 

procesada y alta calidad; evaluación de diferentes escenarios en torno a la 

probabilidad de ocurrencia de contingencias; identificación de las particularidades 

de cada riesgo para determinar los mecanismos tendientes a mitigar su impacto.  

Que, ignorar la aplicación de la Seguridad y Salud en el Trabajo que tiene como 

objetivo prevenir, proteger y atender a los trabajadores de los efectos de 

enfermedades y accidentes que pueda ocurrirles con ocasión o como consecuencia 

de su trabajo, es inadmisible, especialmente cuando el estado es quien debe dar 

ejemplo en la aplicación de normas de Seguridad y Salud en el Trabajo.  

Se refiere a las sanciones pecuniarias que puede señalar el Ministerio del trabajo 

por el incumplimiento de dichas normas, que puede ordenar el cierre del lugar de 

trabajo cuando existan condiciones que pongan en peligro la vida de los 

trabajadores o ante un incumplimiento grave de las obligaciones, y podrá ordenar el 

cierre definitivo de la empresa u obra.  

Que,  existe perjuicio grave e inminente por no observar la normatividad del SG-

SST del mismo contratista y del personal que desarrollara las actividades laborales 

en desarrollo del objeto contractual está poniendo en riesgo la vida de los 

trabajadores, por cuanto si no se exige el SG-SST al oferente y nada se conoce al 
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respecto, se está ante una eventual responsabilidad que causaría un desbalance 

en el presupuesto de la obra por ejecutar.  

Que, las obligaciones  del empleador frente al trabajador no se satisfacen solo con 

el pago de la remuneración convenida a titulo de salario o afiliándolo a seguridad 

social, sino que, además, comprenden el pago de las prestaciones sociales 

contempladas por el legislador, así́ como la afiliación y traslado de recursos 

(cotizaciones y aportes) al Sistema Integral de Seguridad Social. 

Que, de presentarse un accidente de trabajo o una enfermedad laboral, se puede 

generar para el Contratista y por subsidiaridad para la Administración, 

responsabilidades civiles o penales, teniendo en cuenta que una de las formas para 

exonerar de responsabilidad al contratista y por ende a la Administración, es 

demostrando ante el Juez del caso el cumplimiento normativo en Seguridad y Salud 

en el Trabajo, por lo que para mantener una sostenibilidad del desarrollo del objeto 

contractual, será́ más fácil invertir en la seguridad y salud de los trabajadores, que 

pagar altas sumas de dinero ante una eventual responsabilidad por perdidas en 

Accidentes de Trabajo, Enfermedades Laborales y emergencias.  

-Contestación de Corporación Autónoma Regional del Canal del Dique-

CARDIQUE: 

No presentó oposición a la medida que le fue notificada de forma personal el 2 de 

julio de 2021  según se observa en documento 35  del expediente electrónico. 

2.2 Análisis del caso concreto y decisión del Despacho  
 
Efectuado el análisis de la medida solicitada y la circunstancias particulares del 

caso, advierte el Despacho que lo que se discute en el presente proceso es si el 

pliego de condiciones de la licitación pública 5121 adelantada por Cardique cuyo 

objeto es “CONTRATAR LAS   OBRAS   A   EJECUTAR   EN   LAS   ZONAS   DE   

INFLUENCIA   DE   LA CORPORACIÒN AUTONOMA REGIONAL DEL CANAL 

DEL DIQUE PREVISTAS COMO  ACCIONES  OPERATIVAS  DEFINIDAS  POR  

EL  PLAN  DE  ACCIÓN INSTITUCIONAL  PARA  EL  AÑO  2021.”, principalmente 

por no contener expresamente una obligación en materia de riesgos laborales, esta 

viciado de nulidad.   

Teniendo en cuenta lo anterior, sea lo primero precisar que los pliegos de 

condiciones han sido definidos4 como un acto jurídico mixto que nace como un acto 

administrativo de contenido general, y que, con la adjudicación y suscripción del 

contrato estatal, algunos de sus contenidos se transforman para incorporarse al 

                                                           

4 CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCION TERCERA SUBSECCION C, 
Consejero ponente: ENRIQUE GIL BOTERO, Bogotá D.C., veinticuatro (24) de julio de dos mil trece (2013) Radicación 
número: 05001-23-31-000-1998-00833-01(25642)  
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texto del negocio jurídico y, por consiguiente, se convierten en cláusulas vinculantes 

del mismo. 

Sobre el particular, la jurisprudencia de la H. Consejo de Estado ha precisado5:  

“(...) el pliego de condiciones, según la normatividad actualmente vigente en 
Colombia, no es un reglamento ya que, por definición, este es un acto de carácter 
general, que tiene vocación de permanencia en el tiempo -en tanto no se agota con 
su aplicación- y se expide en ejercicio de la función administrativa.  

“Un pliego de condiciones no podría ser un reglamento administrativo porque carece 
de vocación de permanencia en el tiempo. Por el contrario, está destinado a surtir 
efectos en un sólo proceso de contratación, al cabo del cual pierde su vigencia. El 
reglamento, en cambio, admite que sea aplicado sucesivamente, sin que su 
utilización lo agote o extinga.  

“Resta, pues, considerar el pliego de condiciones como “acto administrativo”, 
naturaleza que, a juicio de la Sala, ostenta parcialmente el pliego. Sin embargo, el 
pliego conserva su carácter de acto administrativo hasta antes de la celebración del 
contrato; se trata de un acto administrativo de singulares características, pues, 
siendo de carácter general, puede ser, sin embargo, de trámite o definitivo, según 
sus destinatarios; pero igualmente tiene vocación para convertirse en “cláusula 
contractual”, caso en el cual deja de ser un acto administrativo general, para mudar 
su naturaleza.  

“En este sentido, se podría decir que el pliego ostenta una “naturaleza mixta”, en 
tanto su contenido es mutable, pues nace como un acto administrativo general -
naturaleza que conserva hasta el momento de la adjudicación del proceso de 
selección-, pero a partir de la celebración del contrato cambia, al menos, en muchas 
de sus estipulaciones esa naturaleza y se convierte en “cláusula contractual”, porque 
no pocas de las condiciones del mismo se integran al negocio jurídico, como 
verdaderas cláusulas de este, mientras que otras han perecido, a medida que 
avanza el proceso de selección.” 

“Así,́ el pliego de condiciones diseñado por la Administración, con la naturaleza 
anotada, debe ser aplicado estrictamente, en la selección del contratista, e 
igualmente, corresponde a los proponentes acatar totalmente dichas regulaciones 

al presentar sus ofrecimientos.  

El contenido mínimo de los pliegos de condiciones se encuentra descrito en el 

articulo 24.5 de la ley 80 de 1993, y reflejan la base sobre la cual se deben 

estructurar los mismos, para garantizar la concreción del principio de transparencia; 

esos parámetros o exigencias mínimas fijadas desde un marco positivo son, en 

síntesis, las siguientes: 

i) los requisitos objetivos que están obligados a acreditar los proponentes interesados 
en el proceso de selección, 

ii)  las reglas de selección objetivas, justas, claras y completas que permitan elaborar 
la oferta o propuesta de acuerdo con las necesidades de la entidad administrativa, 

                                                           
5 Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 30 de noviembre de 2006, exp. 18059, M.P. 

Alier E. Hernández Enríquez.  
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inclusive es posible que dentro de los mismos se incluyan medidas de protección 
afirmativa para garantizar la concurrencia de ciertas personas que se encuentran 
en situaciones de debilidad (al respecto consultar la sentencia de constitucionalidad 
C-932 de 2007),  

iii) las condiciones de costo y calidad de los bienes, obras o servicios necesarios para 
la ejecución del objeto del contrato, 

iv)  Se establecerán condiciones o exigencias razonables que puedan ser cumplidas 
por los proponentes,  

v) Se determinarán reglas exentas de error, o meramente potestativas de la voluntad 
de la entidad pública,  

vi) se indicarán las fechas y plazos para la liquidación del contrato cuando a ello 
hubiere lugar.  

En esa perspectiva,  el pliego de condiciones es el acto jurídico fundamental sobre 

el cual gira toda la etapa de selección del contratista, es decir, la precontractual, por 

cuanto en el mismo se fija el objeto del contrato a suscribir, se identifica la causa 

del negocio jurídico, se determina el procedimiento o cauce a surtirse para la 

evaluación objetiva y técnica de las ofertas, y se indican los plazos y términos en 

que se ejecutará todo el proceso que culminará con la adjudicación del contrato o 

con la declaratoria de desierta.  

En el presente caso, el demandante considera que el hecho de que el pliego de 

condiciones demandado no contemple de forma expresa una regulación en materia 

de seguridad en el trabajo constituye una violación al principio de planeación, entre 

otros, por lo que se hace necesaria su suspensión a fin de que la entidad subsane 

dicha falencia. 

Al respecto sea lo primero señalar que tal y como se dijo en la providencia  que dió 

traslado de la medida en virtud de la consideración del demandante de que se 

trataba de una medida de urgencia, no es cierta en este momento por cuanto de 

conformidad con el SECOP I6  el contrato (No.067 de 2021) ya fue adjudicado al 

CONSORCIO CO323 PROYECTO PAI y celebrado el 31 de mayo de 2021 y 

comenzó a ejecutarse le 1º de junio de 2021, por lo que en tales condiciones la 

medida cautelar solicita se tornaría ineficaz, dado que la etapa precontractual que 

estaba regulada con dicho instrumento (pliego de condiciones) ya culminó con la 

adjudicación que se hizo del contrato, por lo que en tales condiciones, al tratarse de 

un contrato que se está ejecutando resultaría más lesivo para el interés general  y 

público suspenderlo, teniendo en cuenta el objeto del mismo, como lo es desarrollar 

diferentes obras con repercusiones en materia ambiental en zonas de influencia de 

CARDIQUE. 

De otra parte, se advierte del acto demanda que en acápite 2.1.  relativo a los 

documentos y requisitos habilitantes de contenido jurídico en el punto 2.1.6. se 

                                                           
6 https://www.contratos.gov.co/consultas/detalleProceso.do?numConstancia=21-21-21581&g-recaptcha-

response=03AGdBq27-VfV5hKxT35tRXFUoyacUUFwjoUejE5jCJqsDe-KXUz3w-
UCAgdGh1lDJLvnuHL4AasNgrhiaY83qCHOvMw1KIDODkHqSjYSqx5tVCW9zEsKfz7C0-
X1swi2KpM6XSfWeIUHTtUNOj271JkR-
SYT3R8hGKsyn_sXKj1aSWIM65sQdNNiBpGVfNtJ6MTaslbhMhJlkVxpULDNf7ZiNgiLSsOtvR_HjI25krPc6SHYp0pb1Qto3JM
x6eTYI-WRYbpd5ix0bRcjyFfVi20wcZdo5Zr8eqRrZ-OxPuY91jaoc4VwZyjLhc-
JCuvnVR_pJz1CYwujCgZ9n7nwcemVD01IPCfAaQuiR3cC4eOSpgQZUQzf6NDG1nyZqVxfYoLvwPuPcL-
yQVLnUHtVtwZLhWx7IoKlfqOSa5Rk577v1ToR1EDfW1ecb93_Z6-LwzFlP8jM9fNcSM88Dl1G9Mrg0RVqG7cZ7vQ 
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contempla de forma expresa “OBLIGACIONES AL SISTEMA DE SEGURIDAD 

SOCIAL INTEGRAL Y APORTES PARAFISCALES…”7  y dentro de él se señala 

que “el proponente deberá cumplir con sus obligaciones frente al Sistema de 

Seguridad Social Integral (EPS, Pensión y ARL), parafiscales (SENA, ICBF , Caja 

de Compensación familiar), para el efecto deberá presentar la constancia que 

acredite el cumplimiento de esas obligaciones.” 

Igualmente dentro de los profesionales o equipos de trabajo a contratar por parte 

del contratista, se contempla o se establece personal SST o QHSE que son los 

profesionales especialistas en seguridad industrial, salud ocupacional, seguridad en 

el trabajo y se estableció la obligación de constituir garantía de cumplimiento y 

seguro de responsabilidad civil extracontractual que cubre salario y prestaciones 

sociales e indemnizaciones  por la vigencia del contrato y tres año más. 

Teniendo en cuenta lo anterior de la confrontación del acto demandado con las 

disposiciones consideradas como violadas y las pruebas documentales allegadas 

hasta ahora con la demanda, no es posible  establecer con certeza si existe 

disconformidad del acto la  normativa alegada como como violada, ello por cuanto 

la consagración de un régimen de seguridad en el trabajo no constituye un requisito 

habilitante, ni hace parte de los elementos mínimos que debe contener el mismo, 

sin que sea dable presumir la mala fe de la entidad, y por cuanto el régimen 

seguridad en el trabajo constituye también un régimen jurídico autónomo, con un 

régimen sancionatorio que conmina a su cumplimiento, y por no consagrarse de 

forma expresa dentro de un pliego de condiciones o en un contrato, no puede 

decirse que esté por encima de la ley y necesariamente ello implique una 

vulneración del mismo,  por lo que, en principio, atendiendo a la presunción de 

legalidad, se advierte del pliego que este cumplía con los elementos mínimos 

señalados en la ley, por lo que la presunción de legalidad debe desvirtuarse en el 

presente proceso con las pruebas que se decreten. 

Así las cosas, ante la adjudicación, celebración e inicio de ejecución del contrato 

considera esta judicatura no están dadas las circunstancias que permita acceder a 

la medida, lo cual impide en esta oportunidad inferir la supuesta ilegalidad que 

pregona la parte actora, es decir, en este momento procesal no es evidente la 

contradicción o violación de las disposiciones señaladas en el libelo introductor, que 

conlleve a acceder a la medida cautelar perseguida.  

En este orden de ideas, el despacho negará la solicitud de medida cautelar de 

suspensión provisional solicitada y será al decidir de fondo el presente asunto, que 

se determinará si le asiste o no la razón a la parte demandante para acceder a la 

declaratoria de nulidad del acto demandado, y dado que para el análisis de 

procedencia de la suspensión provisional de los efectos de un acto administrativo 

deben atenderse los criterios de fumus boni iuris, o apariencia de buen derecho, 

periculum in mora, o perjuicio de la mora y la ponderación de intereses  aplicando 

estos criterios teniendo en cuenta que la etapa precontractual ya culminó y existe 

un contrato en ejecución, no se accederá  a la medida solicitada, porque, se reitera,  

                                                           
7 DE COFNORMIDAD CON EL ART. 23 DE LA LEY 1150 2007 
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será en el desarrollo del proceso, una vez se analicen los antecedentes 

administrativos, que se ventilarán los argumentos y razones de las partes, para 

determinar si el pliego de condiciones así expedido se ajusta a la ley. 

Finalmente, el Despacho advierte que tal como lo señala el segundo inciso del 

artículo 229 del CPACA, la decisión que se toma en relación con la solicitud de 

medidas cautelares no implica prejuzgamiento, y ello se entiende en la medida que 

la decisión adoptada no implica de ninguna forma un análisis definitivo y vinculante 

con efectos de cosa juzgada para las partes y el fallador. 

Por ello, al haberse analizado los requisitos para la procedencia de la medida 

cautelar, no significa que se haya definido el fondo del litigio, como quiera que lo 

que se busca al decidir sobre la medida solicitada accionante, es determinar si dicha 

medida es o no procedente con base al material aportado hasta el momento y con 

los argumentos esbozadas en el momento procesal de la petición, sin perjuicio de 

lo que posteriormente se llegue a probar durante el desarrollo de todo el proceso.   

En consecuencia, el Juzgado Quinto Administrativo del Circuito de Cartagena,  

RESUELVE 

PRIMERO: No acceder a la medida provisional de “(...)   suspensión del pliego de 

condiciones de la licitación pública 5121 adelantada por Cardique cuyo objeto es 

“CONTRATAR LAS   OBRAS   A   EJECUTAR   EN   LAS   ZONAS   DE   

INFLUENCIA   DE   LA CORPORACIÒN AUTONOMA REGIONAL DEL CANAL 

DEL DIQUE PREVISTAS COMO  ACCIONES  OPERATIVAS  DEFINIDAS  POR  

EL  PLAN  DE  ACCIÓN INSTITUCIONAL  PARA  EL  AÑO  2021.”,  solicitado por 

la demandante, por lo expuesto. 

SEGUNDO: La presente decisión que se toma en relación con la solicitud de 

medidas cautelares no implica prejuzgamiento, y ello se entiende en la medida que 

la decisión adoptada no implica de ninguna forma un análisis definitivo y vinculante 

con efectos de cosa juzgada para las partes y el fallador. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

MARÍA MAGDALENA GARCÍA BUSTOS. 
JUEZ. 
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